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Resumen. Acercarse al conocimiento de la Inspección de Primera Enseñanza 
en el primer tercio del siglo XX es una labor necesaria para conocer la 
educación en este periodo. Hacerlo desde una perspectiva de género re-
sulta una tarea obligatoria para visibilizar los sesgos a los que se enfren-
tó este cuerpo profesional y conocer las posibilidades de actuación de 
quienes formaron parte del mismo. Son estas premisas sobre las que se 
asienta el estudio que aquí se presenta. Contextualizado en la actual Co-
munidad Autónoma de Castilla y León, su objetivo es analizar las sancio-
nes que sufrieron las inspectoras de primera enseñanza de esta región en 
el periodo de la Guerra Civil y las repercusiones inmediatas que tuvieron 
estos castigos en las trayectorias de las protagonistas. Para ello, se exa-
minan expedientes profesionales y de depuración mostrando las dificul-
tades que presenta una línea de investigación prolífica, pero a la vez su-
jeta a múltiples condicionantes que favorecen interpretaciones diversas. 
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Los resultados dan cuenta de cómo las profesionales de la inspección 
padecieron procesos punitivos diferentes a los de sus homólogos mascu-
linos, siendo para ellas la separación del cargo y el exilio interior dos de 
las sanciones más repetidas. El periodo histórico en el que fueron forma-
das, las provincias en las que ejercieron, su implicación política y las 
relaciones que establecieron con cargos masculinos significados fueron 
aspectos determinantes para mantener su puesto de trabajo tras el con-
flicto bélico o ser condenadas al ostracismo.  

Palabras clave: Inspección de Primera Enseñanza; Inspección femenina; 
Mujer; Depuración; Castilla y León; Guerra Civil.  

Abstract. A knowledge of the Inspectorate of Primary Education in the first third 
of the twentieth century is necessary if we are to know about education dur-
ing this period. It is crucial that we approach this study from a gender per-
spective in order to make visible the biases faced by this professional body 
and to understand the possibilities of action of those who formed part of it. 
These are the premises on which this study is based. Contextualized in the 
current Autonomous Community of Castile and León, our aim is to ana-
lyse the punishments suffered by female primary school inspectors in this 
region during the period of the Civil War and the immediate repercussions 
that these punishments had on the careers of the protagonists. To this end, 
we examine professional and purification files, whose difficulties point to 
a prolific line of research, one subject to multiple conditioning factors as 
well as different interpretations. The results show how female professional 
inspectors suffered different punitive processes from their male counter-
parts, with removal from office and internal exile being two of the most 
common sanctions. The historical period in which they were trained, the 
provinces in which they worked, their political involvement and the rela-
tionships they established with significant male officials were determining 
factors in whether they kept their jobs after the war or were further ostra-
cised.  

Keywords: Primary Education Inspectorate; Female inspection; Woman; 
Purge; Castile and Leon; Spanish Civil War.

INTRODUCCIÓN

La depuración de quienes ejercieron la enseñanza durante la Guerra 
Civil en España ha copado una parte significativa de la historiografía 
educativa estatal. Se trata de una línea de estudio que hunde sus raíces 
a finales del siglo XX y que ha tenido un interés y una producción cien-
tífica constantes. 
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Sin embargo, la depuración de la Inspección de Primera Enseñanza 
—en adelante IPE— ha sido un ámbito menos transitado historiográfi-
camente. Este contraste con respecto al magisterio de primera enseñanza 
se debe, en parte, a las dificultades que existen para localizar los expedien-
tes de depuración de los profesionales de la inspección y a la complejidad 
del análisis de los expedientes profesionales para interpretar los procesos 
depuradores padecidos por este cuerpo profesional. No obstante, se han 
realizado algunos trabajos que abren un horizonte de posibilidades para 
nutrir esta línea de estudio. Entre ellos, resulta imprescindible la obra de 
Luis Batanaz, que ofrece una cartografía de la situación de la inspección 
durante los procesos depuradores en España (1936-1943).1 Asimismo, y 
desde una óptica microhistórica, también se han publicado trabajos sobre 
las provincias de Málaga, Navarra o Salamanca.2 Como se puede advertir, 
son escasas las investigaciones que existen sobre esta línea de investiga-
ción, de gran interés para profundizar en el conocimiento de la educación 
española del primer tercio del siglo XX. 

El presente estudio, asentado en este contexto histórico, tiene como 
principal objetivo conocer cómo fue el proceso depurador para las mu-
jeres que trabajaban al servicio de la IPE en las provincias que hoy com-
ponen la Comunidad Autónoma de Castilla y León (España) y sus con-
secuencias. Enfrentarnos a una realidad tan compleja como es el caso de 
esta región en el primer tercio del siglo XX, exige tener en cuenta algu-
nas consideraciones iniciales. El espacio geográfico que vamos a anali-
zar está compuesto por las nueve provincias que componen la actual 
Comunidad Autónoma en nuestros días, es decir: Burgos, Soria, Se
govia, Ávila, Valladolid, Palencia, León, Zamora y Salamanca. Se han 

1  Luis Batanaz Palomares, La inspección de primera enseñanza durante la Guerra Civil y el primer 
franquismo (1936-1943). Represalia y desgarramiento (Córdoba: Universidad de Córdoba, 2011). A su 
vez, también se han producido algunos otros desde una perspectiva estatal: Luis Batanaz Palomares, 
José Luis Álvarez Castillo, Juan Alfredo Jiménez Eguizábal y Hugo González González, «La inspec-
ción de primera enseñanza durante la Guerra Civil: Impacto de los procesos de depuración sobre el 
escalafón de 1935», Revista de Ciencias de la Educación: Órgano del Instituto Calasanz de Ciencias de 
la Educación 229 (2012): 21-38. 

2  Fernando Ventajas Dote, «La depuración franquista de la Inspección de Primera Enseñanza en 
Málaga: el caso del fuengiroleño Jacinto Ruiz Santiago (1898-1988)», Isla de Arriarán: Revista Cultu-
ral y Científica 42-43 (2015-2016): 603-653; Fernando Mikelarena Peña, «Tormenta sobre la inspec-
ción. La represión franquista contra los inspectores de primera enseñanza de Navarra», Historia y 
Memoria de la Educación 6 (2016): 337-369; Antonio García Madrid y Andrea Catarino García, «La 
depuración de la Escuela Normal del Magisterio y de la Inspección de Primera Enseñanza de Sala-
manca (diciembre de 1936-febrero de 1937)», Papeles Salmantinos de Educación 25 (2021): 63-98.
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dejado al margen otras dos provincias que formaban parte de Castilla la 
Vieja —Logroño y Santander— porque tienen unas características espe-
cíficas que las alejan de la unidad geográfica que conforman hoy las 
nueve provincias castellanoleonesas. 

A pesar de que la actual estructura provincial de la Comunidad se 
remonta a 1983, periodo histórico posterior al que se contextualiza esta 
investigación, se ha tenido en cuenta esta demarcación por tres motivos. 
El primero de ellos obedece al sentimiento e interés común a nivel polí-
tico.3 El segundo responde a conocimientos importantes en la línea de 
investigación de la represión del funcionariado público al servicio de la 
educación, como destacan trabajos previos.4 El análisis de estos estudios 
nos lleva a la tercera razón: entre las décadas de 1910 y 1930 muchos de 
los inspectores que forman parte de la muestra de esta investigación 
ejercieron su labor en distintas provincias de la actual región castella-
noleonesa, siendo posteriormente castigados por su activismo. Su co
laboración en iniciativas pedagógicas abanderadas por el gobierno re
publicano, su destacado papel como impulsores de la modernización 
pedagógica, así como su afiliación a sindicatos y a partidos de izquier-
das que desarrollaron una intensa actividad política en la región, fueron 
causas muy castigadas por las comisiones depuradoras y que incluso 
costaron la vida a algunos representantes de la IPE castellanoleonesa, 
como veremos más adelante.  

La investigación se nutre de diversas fuentes primarias. Entre ellas 
cabe destacar los expedientes profesionales y/o de depuración de las 
inspectoras recuperados del Archivo General de la Administración (Al-
calá de Henares, España); el Archivo de la Memoria Histórica de Sala-
manca; los Archivos Históricos de las nueve provincias que componen la 

3  Celso Jesús Almunia Fernández, «El regionalismo castellano-leonés: orígenes y primeras reivindi-
caciones políticas-económicas (1859-1923)», en El pasado histórico de Castilla y León (Valladolid: 
Junta de Castilla y León, Consejería de Educación y Cultura, 1983), 343-377; Galo Hernández Sán-
chez, «Estado de la cuestión de Castilla y León durante el bienio azañista 1931-1933», Investigacio-
nes históricas 15 (1995): 329-352.

4  Sirvan de ejemplos los siguientes trabajos: Enrique Berzal de la Rosa y Javier Rodríguez González, 
Muerte y represión en el magisterio de Castilla y León (León: Fundación Veintisiete de Marzo, 2010); 
Carlos Sanz Simón y Miriam Sonlleva Velasco, «Los pensionados de la JAE en Castilla y León duran-
te la dictadura de Primo de Rivera (1923-1930). La élite pedagógica en busca del conocimiento», 
Investigaciones Históricas: Época Moderna y Contemporánea 40 (2020): 553-588; Miriam Sonlleva 
Velasco y Carlos Sanz Simón, «Mujeres pensionadas por la Junta para la Ampliación de Estudios en 
Pedagogía (1907-1940). El caso de Castilla y León», Tempo e Argumento 13, no. 42 (2021): e0206.
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muestra; y también distinta prensa provincial. Además, para conocer la 
trayectoria de las protagonistas y la historia de la IPE en Castilla y León 
hemos utilizado datos del Archivo de la Junta para la Ampliación de 
Estudios e Investigaciones Científicas, de la Residencia de Estudiantes 
de Madrid; de los Boletines Oficiales de Provincia; y de documentación 
legislativa publicada en la Gazeta y en el Boletín Oficial del Estado en el 
periodo analizado. 

LOS VAIVENES EN LA INSPECCIÓN DE PRIMERA ENSEÑANZA 
CASTELLANOLEONESA EN EL PRIMER TERCIO DEL SIGLO XX

La situación en la que se encontraba la escuela primaria en España 
en los albores del siglo XX era la consecuencia del abandono que había 
vivido la instrucción elemental en épocas pasadas. La región de Castilla 
y León acusaba por entonces los mismos problemas que se reflejaban en 
el panorama nacional, entre los que destacaban la falta de infraestructu-
ras y efectivos y la ausencia de compromiso por parte de las autoridades 
en materia educativa.  

Encomendadas las escuelas públicas y privadas de primera enseñan-
za a las juntas provinciales de instrucción pública, el proyecto de Ley de 
Bases de Manuel Allendesalazar señalaba en 1903 la necesidad de que en 
cada provincia hubiera un inspector nombrado por el Ministerio, exi-
giéndose el título de maestro Normal y acreditando cinco años de servi-
cios en la escuela pública mediante plaza por oposición.5 Meses más 
tarde se justificaba la necesidad de reorganizar la inspección y se propo-
nía la creación de un cuerpo de 150 inspectores clasificados en cinco 
categorías, cuya vía de acceso era también la oposición.6 Esta realidad 
nunca llegó a cumplirse en este periodo. 

5  María Teresa López del Castillo, Historia de la inspección de primera enseñanza en España (Madrid: 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, 2013), 326.

6  El sistema de oposición se aprueba en 1885, pero no empieza a aplicarse hasta principios de 1900. 
Gaceta de Madrid, «Real Orden aprobando el Reglamento del cuerpo de Inspectores de primera 
enseñanza de 24 de noviembre de 1885 del Ministerio de Fomento», 25 de noviembre de 1885, 329, 
658; Gaceta de Madrid, «Reglamento para la ejecución del Real Decreto de 21 de agosto de 1885, 
organizando el cuerpo de Inspectores del Ramo de primera enseñanza del Ministerio de Fomento», 
26 de noviembre de 1885, 330, 666-667.
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Son muy escasas las referencias a la actuación de la inspección cas-
tellanoleonesa durante estos años iniciales de siglo. Las excepcionales 
circulares que publicaba la IPE en los Boletines Oficiales de Provincia 
hacen referencia exclusivamente al cumplimiento de órdenes y reales 
decretos.

En cuanto al número de efectivos, en esta primera década de siglo se 
registran tres nuevas incorporaciones. Merece la pena resaltar en este 
punto a Luis Álvarez Santullano —primero en León y luego en Zamo-
ra—, quien desempeñaría su labor en la zona castellanoleonesa compa-
ginándola con la gestión de la Institución Libre de Enseñanza. 

A partir de la década de 1910, la región experimenta un gran desarro-
llo. La división de cada provincia en zonas de inspección y el aumento 
de efectivos supone un rejuvenecimiento del cuerpo y el paso de la ins-
pección unipersonal a la inspección corporativa.7 

De las primeras promociones de inspectores egresados de la Escuela 
de Estudios Superiores del Magisterio —en adelante EESM— que se 
incorporan a la región castellanoleonesa en 1912, destaca Teófilo San-
juán Bartolomé (La Bañeza, León).8 El IPE ya aparece en el escalafón de 
inspectores publicado por el Ministerio en octubre de 1912, documento 
que nos ofrece una panorámica nominal de los inspectores que ejercían 
en la región en aquel periodo y la provincia en la que ejercían profesio-
nalmente (Tabla 1). 

Tabla 1. Inspectores destinados en Castilla y León en 1912

Provincia Nombre y apellidos Tipología

Ávila
Juan Gonzalo Martín Entrada

Federico García Díaz Zona

Burgos
Francisco Oña Rodríguez Entrada

Manuel Jubero Fernández Zona

7  López, Historia de la inspección, 370.

8  Gaceta de Madrid, «Real Orden de 17 de agosto de 1912», 23 de agosto de 1912.
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Provincia Nombre y apellidos Tipología

León

Benito Luis Lorenzo Rodríguez Entrada

Natalio Utray Jáuregui Zona

Teófilo Sanjuán Bartolomé Zona

Palencia
Apolinar Casado Martínez Entrada

Ignacio García García Zona

Salamanca
Juan Bermejo Pascual Ascenso

Eulalio Escudero Esteban Zona

Segovia Isidoro Hernández Hernández Entrada

Soria
Eduardo Tejero y Sánchez Valladares Entrada

José María Xandri Pich Zona

Valladolid
Martín Amado Cayón y Cos Ascenso

Ángel Horta Gaitero Zona

Zamora Luis Álvarez Santullano Entrada

Fuente: Elaboración propia a partir del Escalafón de Inspectores de Primera Enseñanza (Gaceta de 
Madrid n.o 301 de 27 de octubre de 1912. Anexo II).

Habría que esperar a 1913 para conocer los nombres de las primeras 
mujeres que prestaron su servicio en esta región. Victoria Adrados e 
Iglesias y Adelaida Díez Díez fueron las primeras inspectoras castellano-
leonesas nombradas por Real Orden 7 de marzo de 1913. Formaron par-
te del grupo de inspectoras auxiliares de primera enseñanza procedentes 
de la primera promoción de la EESM para las capitales de distrito uni-
versitario.9 Adrados se puso al frente de la IPE femenina en Salamanca. 
Díez fue destinada a Valladolid. Ambas desarrollaron una labor impor-
tante para la mejora de la educación castellanoleonesa en este periodo y 
se implicaron activamente en el modelo educativo desarrollado por la 
Institución Libre de Enseñanza.10 

9  Gaceta de Madrid, 13 de marzo de 1913.

10  Sonlleva y Sanz, «Mujeres pensionadas».
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A pesar del desarrollo experimentado en la década de 1910 en esta 
región, los Boletines Oficiales de Provincia reflejan algunos problemas a 
los que se enfrentaba la IPE castellanoleonesa. Los inspectores expresa-
ban su malestar ante el elevado número de escuelas a su cargo, la falta 
de recursos personales y materiales, los problemas de gestión o el escaso 
compromiso por parte de las autoridades locales, conflictos recurrentes 
en las provincias analizadas. 

Además, se señala en distintas órdenes y disposiciones publicadas en 
aquellos años por la IPE, la falta de responsabilidad de algunos maes-
tros castellanoleoneses que no cumplían con su labor. Los inspectores se 
lamentaban de sus continuas ausencias en la escuela, del incumplimien-
to de sus responsabilidades profesionales y de su escaso compromiso 
social. También les preocupaba el control de las escuelas que funciona-
ban sin autorización, tanto públicas como privadas y quienes estaban a 
su cargo. 

Esta situación continuará a lo largo de los años veinte. A pesar de 
que la inspección castellanoleonesa experimentó en este periodo un 
avance en el número de efectivos, no terminarán de cubrirse las necesi-
dades de personal. Destaca, en este sentido, la incorporación de algunas 
mujeres a la IPE, como María de la Paz Alfaya (1921, Segovia); Cándida 
Cadenas Campos (1922, Zamora) o Delfina Ortiz Valiente (1926, Soria). 
Las profesionales mostraron desde sus inicios un claro interés por perfec-
cionar su formación y acercarse al conocimiento reformista europeo. 
Prueba de ello es que algunas siguieron la estela de Adelaida Díez y solici-
taron a la JAE pensiones para visitar escuelas fuera de España y realizar 
prácticas docentes y de inspección.11 También lo hicieron otros inspecto-
res que viajaron dentro o fuera de España con grupos de maestros, como 
Antonio Ballesteros (Segovia) o Gervasio Manrique (Soria). 

El análisis de la práctica de inspección y de la implicación profesio-
nal de este cuerpo, nos lleva a destacar las acciones de algunos profe
sionales anteriormente referidos. Sirva como ejemplo la labor que desa-
rrollaron en la provincia de Segovia María de la Paz Alfaya, junto al por 
entonces inspector jefe de Primera Enseñanza de Segovia, Antonio Ba-
llesteros. Ambos se implicaron en la mejora de las condiciones de la 

11  Sonlleva y Sanz, «Mujeres pensionadas».
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infancia, impulsando la creación de colonias, cantinas y roperos escola-
res en la provincia; y en el perfeccionamiento de la función docente. Así 
lo muestra una circular que firmaba Alfaya en noviembre de 1921:

La naturaleza, fuente de toda emoción y de todo conocimien-
to, suministrará al niño, puesto en contacto directo con ella los 
conocimientos que no le den los libros o las palabras del maestro. 
[…] Por ello, deben las maestras, aprovechando toda ocasión 
oportuna organizar excursiones a fin de estudiar cuantos elemen-
tos nos ofrezca la realidad, ya naturales o creados por el hombre, 
aportando elementos para las lecciones de la clase. […] De estas 
excursiones llevarán las niñas su diario y la profesora un cuader-
no preparador en el que se incluirán también las notas de las ob-
servaciones recogidas después de cada excursión. Asimismo, se 
coleccionarán los materiales seleccionados en ellas a fin de proce-
der a la formación de un museo de productos locales lo más com-
pleto posible.12 

Las circulares que aparecen en los distintos boletines provinciales 
durante este periodo arrojan también datos sobre el interés que tenían 
los inspectores por conocer el estado de las escuelas, la matrícula y asis-
tencia de los niños, la regularización de centros privados o el cumpli-
miento de las órdenes emanadas del Estado. Sin embargo, poca infor-
mación se conoce sobre las visitas de los inspectores a las escuelas. 

Al comienzo de la década de 1930 el problema de efectivos en la re-
gión era grave. Con un total de 7382 escuelas, el número de inspectores 
no superaba la veintena. Con la reorganización de la inspección y la 
ordenación de plantillas en el primer bienio republicano,13 se hicieron 
visibles las carencias que vivía la IPE a nivel nacional, ofreciendo tam-
bién una panorámica del contexto castellanoleonés. Provincias como 
León estaban bastante lejos de cumplir el coeficiente que proponía el 
gobierno republicano de un inspector por cada 167 escuelas. Faltaban 
cinco profesionales a cargo de la inspección en esa provincia para llegar 
a ese dato. En menor medida, otras provincias como Palencia, Soria o 

12  Boletín Oficial de la Provincia de Segovia, «Circular 3603 de 15 de noviembre de 1921», 21 de 
noviembre de 1921.

13  Decreto 2 de octubre de 1931; Decreto 2 de diciembre de 1932 y Orden 9 de junio de 1931. 
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Zamora también tenían un número de inspectores por debajo de dicho 
factor.14 

Las carencias fueron corrigiéndose en el primer bienio republicano 
con la creación de nuevas plazas y su distribución provincial (Tabla 2). 
La reducción del promedio de escuelas por cada inspector y la presencia 
de mayores recursos para los centros redundó en la mejora de la escuela.  

Tabla 2. Distribución provincial de inspectores en Castilla y León (1931-1933)15

Provincias
Años

1931 1932 1933

Ávila 3 3 5

Burgos 6 6 10

León 6 9 12

Palencia 6 4 5

Salamanca 5 5 7

Segovia 3 3 4

Soria 3 4 5

Valladolid 5 4 5

Zamora 2 4 6

Total 39 42 59

Fuente: Elaboración propia a partir de Llopis, La revolución en la escuela.

A pesar de las resistencias que se presentaron en el segundo bienio, 
el número de efectivos siguió creciendo, pasando, a nivel nacional, de 
213 en 1931 a 390 en 1935.16 El 17,4% de esos 390 profesionales de la 
inspección en activo en España en 1935 desempeñaba su labor en distin-
tas provincias de la actual región de Castilla y León. Al contrario que la 

14  Rodolfo Llopis Ferrándiz, La revolución en la escuela. Dos años en la Dirección General de Primera 
Enseñanza (Madrid: M. Aguilar, 1933), 167.

15  Adaptado de Llopis, La revolución en la escuela, 177-178.

16  Batanaz, La inspección de primera enseñanza, 44.
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media nacional, en este contexto la presencia de mujeres era mayor que 
la de hombres. Treinta y nueve inspectoras y treinta inspectores compo-
nían el grupo de efectivos de la inspección castellanoleonesa en la ante-
sala de la contienda. Se trataba de profesionales jóvenes, con una media 
de edad de 38,4 años para las mujeres y 42,6 años para los hombres y 
que habían ingresado en el cuerpo, en su mayoría, a partir de la década 
de 1910 (Tabla 3). 

Tabla 3. Ingreso en el cuerpo de la inspección en provincias  
de Castilla y León en 193517

Sexo
Década

1890 1900 1910 1920 1930

Hombres 1 3 5 4 17

Mujeres 0 0 3 9 27

Fuente: Elaboración propia a partir del Escalafón de Inspectores de Primera Enseñanza de 1935.  

La mayor parte de las inspectoras de la región en este periodo (en 
concreto el 69%) había accedido al cuerpo de la inspección en los años 
treinta, siendo notable el aumento de efectivos femeninos durante el 
periodo republicano. Estos datos reflejan la importancia no solo que 
este gobierno concede a la educación y a la función inspectora, sino 
también a la incorporación de la mujer.18

La experiencia en la función inspectora de las profesionales emplea-
das en Castilla y León en 1935 no superaba de media los 5,8 años, a dife-
rencia de los hombres, con una media de 11 años en sus puestos y con 
datos muy similares a la media nacional —7,7 mujeres y 11,6 años hom-
bres—. Pero más allá de estas cifras, nos interesa conocer las personalida-
des que pasaron durante este periodo por la inspección castellanoleonesa. 

Haciendo un primer análisis de sus trayectorias profesionales, adver-
timos dos grupos contrapuestos. Por un lado, se presenta un núcleo de 
profesionales de óptica regeneradora con las mismas inquietudes que 

17  Elaboración propia a partir del Escalafón de Inspectores de Primera Enseñanza de 1935.

18  Eva Gómez San Miguel, «Inspectoras de primera enseñanza en el segundo tercio del siglo XX», 
(Tesis doctoral, Universidad Complutense de Madrid, 2017).
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otros intelectuales de la región como Claudio Sánchez Albornoz, Narci-
so Alonso Cortés o Pío del Río Hortega. Nombres destacados de la ins-
pección como Francisco Agustín Rodríguez, Miguel Tejerina Fernández, 
Luis Vega Álvarez, Manuel González Linacero, Salvador Ferrer Culubret 
o Juan Llarena Luna, entre otros, se comprometieron en este territorio 
con la educación del pueblo y el proyecto educativo republicano. En las 
circulares que aparecen publicadas en este periodo se aprecia el celo con 
el que cumplieron las normas pedagógicas dictadas por el Ministerio de 
Instrucción Pública entre 1931 y 1936, preocupándose por el cuidado 
de la simbología republicana en los centros, el funcionamiento de las 
clases de adultos, la formación innovadora del magisterio, la creación de 
bibliotecas y el impulso de las Misiones Pedagógicas.  

Junto a ellos, algunas de sus compañeras en la IPE, como Elena Gon-
zalo Blanco, María de los Dolores Ballesteros Usano, Francisca Vicente 
Mangas o María Ángeles Fernández del Toro, también tuvieron un espe-
cial compromiso con la formación femenina, desarrollando cursos para 
la formación de mujeres rurales, escribiendo en revistas para poner en 
valor las labores femeninas y siguiendo muy de cerca la implicación de 
la mujer en la vida social y política española del momento. 

Sin embargo, el peso político de la derecha en la región favoreció que 
muchos otros inspectores no se implicaran de forma tan incipiente en 
esa educación laica y europeísta. Se aprecia esta realidad, sobre todo, 
en aquellos profesionales que ejercían en Salamanca y Burgos, provin-
cias que compartirán la capitalidad del gobierno sublevado durante los 
años de la guerra. 

Otro aspecto reseñable en este sentido —y que también condicionará 
las acciones de este cuerpo profesional antes del inicio de la Guerra— 
fue el influjo de la Iglesia en la población, mayor que en otras regiones 
españolas.19 Los profesionales que pertenecían a este colectivo afín a la 
tradición y al catolicismo no se implicaron en la política educativa repu-
blicana e incluso algunos se opusieron a las directrices gubernamentales 
propuestas a partir de 1933. 

19  Hernández, «Estado de la cuestión», 344.
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El levantamiento militar de julio de 1936 se presentó como una ame-
naza para la continuidad del proyecto republicano y también para quie-
nes se habían implicado en él. La Guerra Civil supondrá un trauma difí-
cil de superar para muchos profesionales renovadores, que tuvieron que 
enfrentar situaciones como el asesinato o la pérdida de libertad. 

Esa pérdida de libertad fue padecida por muchas inspectoras caste-
llanoleonesas en forma de exilio interior. Por este término entendemos 
la situación de aislamiento y exclusión que vivieron quienes sufrieron la 
cárcel el autoexilio preventivo, el exilio profesional —desempeñando 
trabajos distintos al magisterio o viviendo el traslado forzoso—, la mar-
ginación en la escuela, el acoso profesional, el hostigamiento social, el 
exilio familiar o el destierro del ideal profesional y la imposición del 
nuevo aprendizaje político y pedagógico que trajo consigo el Nuevo Ré-
gimen en la reconstrucción de sus vidas.20 Si bien entendemos que el 
exilio interior es una experiencia personal subjetiva e individual que no 
permite universalizar este concepto como categoría cultural,21 sí quere-
mos avanzar que quienes padecieron este fenómeno vivieron la angus-
tia, el miedo, la humillación y la soledad.22 Este fenómeno ha sido estu-
diado en el caso del magisterio, pero no tanto en el caso de la IPE. Es 
importante destacar en este sentido realidades que hemos apreciado en 
el caso de Castilla y León —y que desarrollaremos a lo largo del estu-
dio—, como la suspensión de empleo y sueldo, el traslado forzoso, la 
obligación de formar parte de tribunales depuradores o incluso la retira-
da de sus propios libros de texto o manuales de las escuelas.23

Las funciones de inspectores e inspectoras cambiaron radicalmente 
desde la sublevación militar. En los primeros meses de la guerra, la IPE 
tenía la misión de vigilar el obligado cumplimiento de efemérides como 

20  Juan Manuel Fernández Soria, «Conseqüències de la Guerra Civil: la depuració i l’exili interior del 
magisteri», Educació i Història 12 (2008): 13-40; María del Mar del Pozo Andres, «Los maestros re-
publicanos en el exilio interior: reconstruir vidas rotas en los años cuarenta», en La restauración 
social católica en el primer franquismo, 1939-1953, coords. Feliciano Montero García y Joseba Lou-
zao Villar (Alcalá de Henares: Universidad de Alcalá, 2015), 317-339.

21  José Ángel Ascunce Arrieta, «El exilio entre la experiencia subjetiva y el hecho cultural: tema para 
un debate», en El exilio: debate para la historia y la cultura, ed. José Ángel Ascunce (Donostia-San 
Sebastián: Saturraran, 2008), 19-45.

22  Anxo Serafín Porto Ucha, «De rexeitados a esquecidos, o exilio interior dos mestres e mestras ga-
legos depurados polo réxime franquista», Sarmiento 9 (2005): 15-36. 

23  Boletín Oficial de la Provincia de Salamanca, «Circular de 26 de agosto de 1936», 31 de agosto de 1936.
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el mes de María, la celebración de la Fiesta Nacional del Libro Español, 
los homenajes a José Calvo Sotelo o concluir con la coeducación en los 
centros. De esto último hablaba la inspectora jefa accidental de Ávila, 
Isabel López Aparicio, en julio de 1938, prohibiendo la coeducación en 
todos los centros y la organización, colaboración o acompañamiento de 
colonias escolares.24

Terminaba así un primer tercio de siglo en la inspección de esta región 
marcado por los vaivenes políticos, económicos y sociales que sacudían 
España en aquel periodo convulso de su historia. La década de 1940 daría 
paso a una lúgubre dictadura que terminó con los sueños renovadores de 
los inspectores más avanzados y ensalzó las carreras profesionales de quie-
nes se mantuvieron al lado de la Iglesia y la tradición.

LOS PROCESOS SANCIONADORES EN LA INSPECCIÓN  
DE PRIMERA ENSEÑANZA

Tal y como se ha podido observar anteriormente, en las provincias de 
Castilla y León constaban un total de treinta y nueve inspectoras de pri-
mera enseñanza antes de la Guerra Civil. De todas ellas, dieciséis pade-
cieron las sanciones de los sublevados y/o el Frente Popular. A través del 
análisis de los expedientes personales y de depuración, se han confor-
mado tres categorías: las profesionales que fueron sancionadas por par-
te del último gobierno republicano; por parte del bando sublevado; y 
aquellas sancionadas por ambos regímenes. 

Las sanciones republicanas del Frente Popular

El proceso sancionador ejecutado por el último gobierno republica-
no se produjo a través de la Gaceta de la República, donde aparecerían 
publicadas las infracciones interpuestas contra la IPE, que generalmen-
te implicaban «la separación definitiva de sus cargos, con pérdida de 
todos los derechos que pudieran derivarse de su situación escalafonal»,25 

24  Boletín Oficial de la Provincia de Ávila, «Circular 2257 de 6 de julio de 1938», 9 de julio de 1938.

25  Gaceta de la República, «Orden separando definitivamente de sus cargos, con pérdida de todos sus 
derechos, a los Inspectores de Primera Enseñanza que se relacionan», 3 de febrero de 1937, 625.
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y entre las cuales se encontraron diversas inspectoras que en aquel mo-
mento desempeñaban sus funciones en el territorio castellanoleonés.26

M.a del Carmen Muñoz Alcoba —con destino en la provincia de Pa-
lencia— fue la primera sancionada por el gobierno republicano. El 17 de 
diciembre de 1936 se publicaría la orden que, con fecha de 17 del mismo 
mes, cesaba en sus funciones a varios inspectores.27 Formada en la pro-
moción de 1925 de la EESM, accedió a la inspección en 1932. El 6 de 
junio de este mismo año sería destinada a la provincia de Palencia, don-
de ejerció siempre. Su destitución como inspectora por parte de la Se-
gunda República no acabó con su trayectoria, pues una vez finalizada la 
contienda, desde 1940, desempeñó el cargo de inspectora jefe provincial. 
Su trayectoria en este cargo sería discreta, presentando su renuncia el 4 
de febrero de 1955, por problemas de salud relacionados con una enfer-
medad del corazón. Finalmente, fallecería allí el 26 de febrero.28

Tras ella, tres fueron las inspectoras que padecieron las sanciones 
republicanas. En la Orden del 30 de enero de 1937, Cándida Cadenas 
Campos, Adelaida Díez Díez y M.a Esperanza Rubio González quedaron 
suspendidas definitivamente de empleo y sueldo.29 La primera de ellas, 
Cándida Cadenas Campos (Villaquejida, 23 de julio de 1895), fue nor-
malista —procedente de la Escuela Superior del Magisterio de Toledo, 
en 1920—, profesora de Educación Física por la Facultad de Medicina 
de la Universidad Central y Licenciada en Medicina y Cirugía por la 
Universidad de Salamanca (1944). Su trayectoria académica y profesio-
nal fue brillante, tanto a nivel formativo —título de honor extraordina-
rio en la Escuela Normal—, como por su internacionalización y recono-
cimiento, destacando su estancia en la Residencia de Señoritas —entre 
1930 y 1931—, sus pensiones a EE. UU. a través de la JAE,30 así como 
viajes de formación a Inglaterra y Alemania; y la condecoración con la 

26  Victoria Santamaría Santos no ha sido considerada dentro de esta muestra porque, a pesar de fi-
gurar como inspectora en Ávila en 1935, se encontraba en situación de excedencia y no formó parte 
del cuerpo en este periodo.

27  Gaceta de la República, «Orden de 14 de diciembre de 1936», 17 de diciembre de 1936, 352, 1016.

28  «Expediente personal de M.ª del Carmen Muñoz Alcoba», legajo 16702, expediente 18, Archivo 
General de la Administración (AGA).

29  Gaceta de la República, «Orden de 30 de enero de 1937», 3 de febrero de 1937, 34, 625-626.

30  Vázquez, Mujeres y educación; Sonlleva y Sanz, «Mujeres pensionadas», 12-13.
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Encomienda de la Orden de Alfonso XII por méritos en la enseñanza 
gimnástica.31

Asimismo, su paso por la IPE transitó por varias provincias castella-
noleonesas —Zamora (1920-1929), Madrid (1929-1930), Ávila (1930-
1931), Salamanca y Segovia (1931-1932), Palencia (1932) y Salamanca 
(1932-1946)—. En Salamanca fue sancionada poco tiempo después de 
haberse afiliado a la FET de las JONS, en 1934. De hecho, fue una signi-
ficada figura dentro del falangismo, pues fue nombrada por Pilar y José 
Antonio Primo de Rivera como jefa de la Sección Femenina de Salaman-
ca, trabajando en su organización hasta 1936. Después de ser sanciona-
da por el gobierno republicano en su puesto de inspectora, fue elegida la 
primera delegada nacional de flechas. En dicho cargo se desplazó por 
invitación a la Alemania nazi de Hitler, en compañía de otras cinco ca-
maradas, a fin de estudiar las organizaciones femeninas. Estuvo en Mú-
nich y en Berlín, y a su regreso presentaría un proyecto de organización 
de las juventudes femeninas, que sería aprobado en el primer consejo. 
Su implicación en la organización no cesaría, pues en abril de 1938 fue 
designada por Pilar Primo de Rivera como regidora central de Educa-
ción Física femenina, empezando con una escuela provisional en San-
tander, siendo finalmente condecorada por dicha organización con la 
«Y» de plata individual, en octubre de 1939.32 

Por su parte, Adelaida Díez Díez (Bisjueces, 27 de mayo de 1887) 
obtuvo en 1906 el título de maestra superior con un expediente sobresa-
liente. Un año después, con la misma calificación, obtendría el grado de 
bachiller y, en 1912, se convertiría en normalista. Además, entre 1907 y 
1908 estudió mineralogía en la Escuela Central de Artes e Industrias.33 
Igual que Cadenas, fue una de las diez primeras inspectoras que fueron 
nombradas en 1913.34 Su trayectoria profesional comenzaría como auxi-
liar en la Sección de Ciencias de la Escuela Normal de maestras de Ávila. 

31  «Expediente personal de Cándida Cadenas Campos», legajo 21806, expediente 1, Archivo General 
de la Administración (AGA).

32  «Expediente personal de Cándida Cadenas».

33  «Expediente personal de Adelaida Díez y Díez», legajo 16746, expediente 8, Archivo General de la 
Administración (AGA); Flecha, «La Inspección de Primera Enseñanza en la España del primer tercio 
del siglo XX», 206.

34  Gaceta de la República, «Real Decreto de 7 de marzo de 1913», 13 de marzo de 1913.
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Además, sería nombrada inspectora auxiliar en Valladolid mediante 
concurso abierto para profesoras procedentes de la EESM, un cargo que 
ostentaría entre 1913 y 1931. Fue becada por la JAE en 1922. Díez fue 
separada de su cargo por el decreto republicano del 3 de febrero de 1937. 
Sin embargo, esta decisión no dio fin a su carrera profesional, pues en 
su expediente aparece documentación relativa a la realización de visitas 
a las escuelas nacionales «Miguel de Cervantes» y «Calderón de la Bar-
ca» de la capital pucelana en 1939.35 

Finalmente se encontraría en este grupo de profesionales M.a Espe-
ranza Rubio González (Segovia, 19 de diciembre de 1898). Su formación 
académica transcurrió entre el magisterio de primera enseñanza (1919, 
con expediente sobresaliente) y sus estudios como auxiliar de las Seccio-
nes de Letras, Pedagogía y Labores en la Normal de maestras de Segovia 
(1919-1920). Impartió lecciones prácticas en los cursillos de ingreso al 
magisterio nacional (1931) y de información cultural y pedagógica para 
maestros nacionales (1933).36 Su formación estuvo ligada a los ideales 
de la Escuela Nueva, teniendo como referencia las obras de Decroly —a 
quien siguió con interés—, Claparède, Ferrière, Fröbel, Filho, Santulla-
no y Luzuriaga. Unos ideales que no estuvieron reñidos con sus profun-
das convicciones católicas.37

Como maestra, fue destinada a poblaciones como Bogejo (Salaman-
ca, 1921-1924), Infantes (Ciudad Real, 1924-1931) y, finalmente, Segovia 
(1931). Durante su trayectoria como maestra en Segovia cabe destacar 
la implicación de Rubio en tareas como la formación de la academia 
católica para el desarrollo de la cultura general de obreras entre 1931 y 
1934. Una implicación que hizo que en este último año fundara la Aso-
ciación Católica de Maestros, ostentando su presidencia, y figurando 
posteriormente como presidenta honorífica.

35  Residencia de Estudiantes, «Expediente personal de Adelaida Díez y Díez», expediente JAE/43-
133, Archivo de la Junta para la Ampliación de Estudios (JAE); Sonlleva y Sanz, «Mujeres pensiona-
das por la Junta para la Ampliación de Estudios», 10-11.

36  «Expediente personal de M.ª Esperanza Rubio González», legajo 21810, expediente 12, Archivo 
General de la Administración (AGA).

37  María Victoria Sotomayor Sáez, «Esperanza Rubio González» en Segovia (1900-1936). Dicciona-
rio biográfico, ed. Juan Manuel Moreno Yuste (Segovia: Real Academia de Historia y Arte de San 
Quirce, 2019), 477-478.
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Su carrera como inspectora comenzó tras aprobar la oposición en 
1934. Su primer destino fue Zamora (1934-1939), lugar donde se encon-
traba cuando fue separada del servicio por la República del Frente Po-
pular.38 Sin embargo, y como ocurriría en casos anteriores, al poco tiem-
po de ser suspendida por parte de la República, el bando sublevado la 
colocó al frente de la comisión depuradora d) de Zamora, papel que 
ejerció desde noviembre de 1936 hasta abril de 1939,39 continuando con 
una carrera consolidada en la inspección durante el franquismo.

La depuración franquista

Al margen de los procesos de sanción del gobierno republicano, el 
bando sublevado comenzó un férreo proceso depurador contra todo el ma-
gisterio y la inspección. En el caso castellanoleonés, este grupo es el más 
abundante. Tan solo en la Orden del 17 de noviembre de 1936 —encarga-
da de la depuración del personal educativo del distrito universitario de 
Valladolid— fueron depuradas un total de siete inspectoras de esta re-
gión histórica: M.a Dolores Ballesteros y Usano, Francisca Bohigas Gavi-
lanes, Felisa de las Cuevas Canillas, Estefanía González García, Elena 
Gozalo Blanco, Julia Morros Sardá y Francisca Vicente Mangas.40 

Todas fueron separadas del cargo salvo dos: Bohigas y González, esta 
última incorporada por los sublevados con celeridad. Menor suerte tuvo 
el resto de sus compañeras. Felisa de las Cuevas fue separada definitiva-
mente en abril de 1937,41 Julia Morros y Francisca Vicente en junio,42 M.a 
Dolores Ballesteros en julio43 y Elena Gozalo en octubre de este mismo 

38  «Expediente personal de M.ª Esperanza Rubio»; Sotomayor, «Esperanza Rubio».

39  «Expediente personal de M.ª Esperanza Rubio».

40  Boletín Oficial del Estado, «Orden suspendiendo de empleo y sueldo al personal docente que se 
menciona del Distrito Universitario de Valladolid», 21 de noviembre de 1936, 36, 232-233. 

41  Boletín Oficial del Estado, «Orden separando definitivamente del servicio a la inspectora de pri-
mera enseñanza de León, doña Felisa de las Cuevas», 10 de abril de 1937, 172, 951.

42  Boletín Oficial del Estado, «Orden separando definitivamente del servicio a la inspectora de pri-
mera enseñanza doña Julia Morros Sardá», 21 de junio de 1937, 244, 1995; Boletín Oficial del Esta-
do, «Orden separando definitivamente del servicio a la Inspectora de primera enseñanza y Profesora 
Auxiliar de la Escuela Normal de León, doña Francisca Vicente Mangas», 28 de junio de 1937, 251, 
2106.

43  Boletín Oficial del Estado, «Orden separando definitivamente del servicio al Inspector de primera 
enseñanza de León, doña María de los Dolores Ballesteros», 9 de septiembre de 1937, 262, 2284.
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año.44 Sin embargo, y si bien los expedientes de depuración de las cinco 
inspectoras inicialmente se resolvieron de forma desfavorable, no todas 
quedaron separadas de por vida de sus puestos. Solo Morros y Vicente 
(León) vieron truncadas sus trayectorias.

Julia Morros Sardá (León, 27 de julio de 1902) finalizó el bachiller 
con un expediente sobresaliente y cursó estudios de ciencias naturales y 
magisterio.45 Se mantuvo cerca de instituciones de renombre como la 
Residencia de Señoritas —entre 1921 y 1929—46 y como maestra pasó 
por el Instituto-Escuela, como profesora de ciencias y como auxiliar de 
diversas materias con el reconocido profesor Luis Hoyos.47 Además, se 
interesó por la renovación pedagógica en Europa, pidiendo varias becas 
a la JAE a Francia, Bélgica y Suiza.48

Accedió a la inspección a través de la EESM en 1932, con destino en 
León. Allí se encontraría en el momento de su depuración, donde fue 
suspendida de empleo y sueldo. Además, Morros era esposa del también 
inspector Salvador Ferrer Culubret, quien durante estos procesos sería 
señalado como un alentador de la revolución de los republicanos y de 
tener un pensamiento próximo a la Rusia soviética. Una razón que tam-
bién podría haber influido en el desenlace de Morros.49 Finalmente, sería 
habilitada como maestra en 1942, ejerciendo su labor en Galicia y Bur-
gos. Por último, en los albores de los sesenta, obtuvo una plaza en la 
Escuela de Magisterio «María Díaz Jiménez».50 

Un recorrido similar, si bien más trágico, fue el de Francisca Vicente 
Mangas (Peñausende, 17 de mayo de 1901). IPE jefe de Orense desde 
1914, pasó por la Residencia de Señoritas en dos ocasiones (1921-1922 

44  Boletín Oficial del Estado, «Orden separando definitivamente del servicio a doña Elena Gonzalo 
Blanco, Inspectora Jefe de primera enseñanza de Segovia», 7 de noviembre de 1937, 383, 4221.

45  «Expediente personal de Julia Morros Sardá», legajo 14396, Archivo General de la Administración 
(AGA).

46  Vázquez, Mujeres y educación.

47  Raquel Poy Castro, «Educadoras y educadores en León al filo de la Guerra Civil. Auge, depuración 
y parálisis», Aula 18 (2012): 181-205. 

48  Sonlleva y Sanz, «Mujeres pensionadas».

49  Poy, «Educadoras y educadores».

50  Eva Gómez San Miguel, «Inspectoras de primera enseñanza», 272-273.
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y 1925-1926).51 En 1933 fue nombrada por concurso de traslado a León, 
posición en la cual sería pensionada por la JAE para estudiar la organi-
zación de la enseñanza en Bélgica. Muy activa durante el periodo repu-
blicano, formó parte del grupo cultural-excursionista Inquietudes.52 Su 
separación del cargo le llegaría en la provincia leonesa, y pudo venir 
determinada, al igual que en el caso de Morros, por condicionantes de 
índole personal. En su expediente de depuración se le acusa de asistir a 
la manifestación del 1 de mayo con jersey rojo y pluma en el sombrero, 
proponer una comida para ambos sexos a los hospicianos, decir que 
prefería una dictadura roja en vez de blanca y exclamar junto a su mari-
do, puño en alto ¡por pocos días! y estar ligada a Gordón Ordás. Francis-
ca estaba casada con el también inspector Rafael Álvarez, próximo a la 
pedagogía institucionista. El inspector fue vocal suplente de Izquierda 
Republicana en el Frente Popular y desarrolló una intensa labor. Fundó 
y dirigió en los años 30 el Boletín de Educación que editaba la inspec-
ción de León y puso especial interés en las colonias escolares de vacacio-
nes. El marido de Francisca fue fusilado el 18 de agosto de 1936. Ella, 
afectada por su situación personal y profesional, fallecería finalmente en 
Sevilla en 1941.53

Del distrito universitario vallisoletano, las tres sancionadas restantes 
consiguieron mantenerse en la inspección, si bien con suerte dispar. Los 
dos casos más severos dentro de este grupo los representan Felisa de las 
Cuevas y M.a Dolores Ballesteros, con destino en León y Segovia respec-
tivamente. 

La primera de ellas, Felisa de las Cuevas Canillas (León, 26 de febre-
ro de 1902) fue reintegrada en la inspección tras una larga revisión de su 
expediente de depuración, teniendo que esperar hasta 1952.54 Cuevas 
inició sus estudios de magisterio en la Normal de León, y los finalizó en 

51  Vázquez, Mujeres y educación.

52  Wenceslao Álvarez Oblanca, La represión de postguerra en León. Depuración de la enseñanza (1936-
1943) (León: Batalla de Clavijo, 1986), 53.

53  Poy, «Educadoras y educadores en León», 199.

54  Boletín Oficial del Estado, «Orden de 4 de abril de 1952 por la que se deja sin efecto el expediente 
de depuración, en trámite de revisión, instruido a doña Felisa de las Cuevas Canillas, inspectora de 
Enseñanza Primaria», 16 de junio de 1952, 168, 2693.
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la EESM —en la Sección de Letras—, albergándose durante su estancia 
madrileña en la Residencia de Señoritas (1922-1932).55

Apasionada por su tierra —sobre la cual publicó un trabajo folclórico 
en la Revista Dialectológica del CSIC—, regresaría allí como inspectora en 
1931. Aunque en 1934 aparece de nuevo como residente, un año después 
participaría en las misiones pedagógicas en Campo de la Lomba y Val-
desamario (León).56 

Su expediente fue abierto a instancias del gobernador civil de León. 
La única acusación que figura en él es la siguiente: «en una relación de 
masones remitida por el Excmo. Gobernador civil de León […] en escri-
to de 30 de octubre de 1940 figura Felisa de las Cuevas Canillas, vecina 
de León». Con estas pocas líneas pesaron sobre ella antecedentes masó-
nicos durante más de dos décadas, teniendo que ver en la acusación la 
condena a muerte de su padre, en Puente Castro, acusado de masón y fu-
silado en septiembre de 1936. La suspensión en la inspección y la inhabili-
tación para ejercer cargos directivos y de confianza fue resuelta en 1942, si 
bien en 1951 se le dejó únicamente esta última sanción. En 1957 se le 
aplicaría la orden ministerial de 1952, por la cual se dejaban sin efectos las 
sanciones para ejercer cargos directivos y de confianza, así como traslados 
forzosos para aquellos profesionales que llevaran cinco años de servicio 
activo.57 Según cuenta su propia familia, sería desterrada a Ciudad Real, 
donde desarrollaba su labor como inspectora en 1954.58 

M.a Dolores Ballesteros y Usano (Córdoba, 12 de abril de 1896) tam-
bién tuvo que esperar más de una década hasta poder reintegrarse en la 
inspección. Trabajó en la aneja de Málaga como interina en 1917, oposi-
tando al magisterio en 1917 y obteniendo como destino la localidad de 
Montilla, donde ejerció como maestra de párvulos hasta 1929. Fue pre-
cisamente en aquel año cuando Ballesteros ingresaría en la inspección, 

55  Vázquez, Mujeres y educación.

56  Vázquez, Mujeres y educación; Ficha de las Misiones Pedagógicas de Felisa de las Cuevas Canillas. 
Residencia (CSIC).  

57  Boletín Oficial del Estado, «Resolución por la que se cancela la desfavorable impuesta a doña Fe-
lisa Cuevas Canillas, Inspectora de Primera Enseñanza», 23 de octubre de 1957, 267, 5905.

58  Boletín Oficial del Estado, «Orden de 8 de enero de 1954 por la que se dispone corrida de escalas 
en virtud de reforma de plantillas de Inspectores de Primera Enseñanza», 23 de marzo de 1954, 82, 
1740-1742.
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obteniendo como primer destino Segovia. A través de su expediente se 
puede comprobar cómo entre 1932 y 1933 se desempeñó en Pontevedra y 
León. Incluso aprobaría las oposiciones a las plazas de inspección de Ma-
drid y Barcelona, si bien aquellos destinos no serían de su interés.59 Final-
mente, permaneció en Segovia hasta 1935, no sin antes haber sido pensio-
nada por la JAE, influida por su experiencia en el magisterio de párvulos.60 

Su depuración tuvo como resultado la suspensión de empleo y suel-
do, siendo separada del servicio. No sería hasta 1951 cuando podría re-
incorporarse en el servicio dentro de las provincias castellanoleonesas. 
Primero en Salamanca, y, desde 1965, en su destino original: Segovia. 
Sin embargo, las vicisitudes de Ballesteros podrían encontrar, a su vez, 
una razón puramente personal, como se ha mostrado ya en ocasiones 
anteriores. Dolores era hermana del también inspector Antonio Balles-
teros, uno de los referentes de la renovación pedagógica en Segovia, 
quien también padeció las consecuencias de la depuración franquista.

Junto a Ballesteros, Elena Gozalo Blanco (Madrid, 1 de agosto de 
1899) desempeñó la inspección en Segovia y, tras su proceso depurador, 
se reincorporaría a su labor. Normalista en 1924 por la EESM, comen-
zaría su andadura en la inspección educativa en 1928, siendo destinada a 
Teruel. Durante el periodo republicano ejercería en las provincias de Valla-
dolid, Palencia y Segovia, donde fue cesada en 1936. La razón de su desti-
tución sería la denuncia de una compañera de la inspección segoviana, 
Juliana de Pablos, esposa del también inspector Inocencio Santos Barata. 
En base a ella, se redactó un pliego de cargos —el 3 de febrero de 1937—, 
en el que se le imputó como falta motivadora de la sanción, su actuación en 
la clausura de los colegios religiosos durante el periodo republicano.

En su pliego de descargos, afirmó que los dos inspectores que la acu-
saban falsificaron los libros de actas en su propia defensa para que ella 
fuera imputada. Se reconoce la falsificación, después de no pocos trámi-
tes, y finalmente, el 2 de enero de 1941 fue repuesta en el cargo en Sego-
via sin sanción y con todos sus derechos.

59  «Expediente personal de M.ª Dolores Ballesteros y Usano», legajo 21805, expediente 9, Archivo 
General de la Administración (AGA).

60  Residencia de Estudiantes, «Expediente personal de M.ª Dolores Ballesteros y Usano», expediente 
JAE/14-50, Archivo de la Junta para la Ampliación de Estudios (JAE).
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No obstante, la resolución del expediente de Gozalo no fue definitiva. 
El 4 de mayo de 1942 se publicaría una orden del Ministerio de Educa-
ción Nacional del 14 de abril, por la cual se declaró reusado el expedien-
te, imponiendo la sanción de traslado forzoso con prohibición de solici-
tar vacantes en tres años, así como la inhabilitación para el desempeño 
de cargos directivos y de confianza.

Tras este primer grupo de sancionadas, posteriormente se incorpora-
ría al listado M.a de los Ángeles Fernández del Toro (Leganés, 7 de mayo 
de 1895). Normalista en la Sección de Ciencias, ingresó en el cuerpo de 
inspección el 26 de julio de 1920, si bien su trayectoria en este ramo em-
pezaría una década después con destino en Navarra. Durante el primer 
trimestre de 1934 fue trasladada a la provincia de Ávila. Su suerte cam-
biaría con el estallido de la contienda y el arranque de los procesos de 
depuración del bando sublevado, pues terminaría siendo cesada de su 
puesto el 1 de marzo de 1937, por orden de la Junta Técnica del Estado 
de 20 de febrero del mismo año, que la separó definitivamente del cuer-
po.61 En su expediente personal no se encuentran los motivos.

Sin embargo, su expediente no finalizó con su cese y, tras su revisión, 
por Orden del 30 de diciembre de 1939 se declaró sin efecto la separación, 
siendo reintegrada en el servicio con «inhabilitación para cargos directivos 
y de confianza», y con destino en la provincia de Palencia. Doce años des-
pués, en 1951, se anularía su sanción de inhabilitación para puestos direc-
tivos y de confianza. Terminaría su carrera profesional en Murcia desde 
agosto de 1954, jubilándose por razón de edad el 7 de mayo de 1965.62

El doble castigo

Finalmente, hubo inspectoras que, desde el advenimiento de la Gue-
rra Civil española, e incluso antes, padecieron el proceso sancionador 
del Frente Popular y la depuración del franquismo.

De todas ellas, únicamente M.a Cruz Gil y Febrel (Soria, 28 de febrero 
de 1895) fue sancionada con cargos firmes al final del proceso franquista. 

61  «Expediente personal de M.ª de los Ángeles Fernández del Toro», legajo 21807, expediente 6, Ar-
chivo General de la Administración (AGA).

62  «Expediente personal de M.ª de los Ángeles Fernández».



■  Carlos Sanz Simón y Miriam Sonlleva Velasco

Historia y Memoria de la Educación, 17 (2023): 99-133122

Habiendo concluido los estudios de maestra superior en 1914 en Valla-
dolid, accedió en 1916 a la EESM, en la Sección de Letras, siendo la 
primera de su promoción durante tres cursos.63 Durante su estancia en 
Madrid, además, se hospedaría en la Residencia de Señoritas (1916-
1917).64 Accedería a la inspección en su ciudad natal en 1920, obtenien-
do un voto de gracias en 1926 y habiendo sido pensionada por la JAE en 
1934 en Francia, Bélgica y Suiza. En su trayectoria se aprecia la ambi-
ción de Gil y Febrel por mejorar las condiciones de estas escuelas y pro-
mover que los niños fueran educados desde su primera infancia.65

Ejerciendo la inspección en su provincia natal, el distrito universita-
rio de Zaragoza le suspendió de empleo y sueldo en noviembre de 1936.66 
Poco tiempo después, en junio de 1937, recibió el expediente depurador 
del franquismo, arguyendo entre los cargos su simpatía por el Frente 
Popular, haber desechado sus ideas conservadoras y católicas con la lle-
gada de la República a fin de prosperar profesionalmente, haber ocupa-
do cargos oficiales durante el último bienio republicano y haber pasado 
a Francia por Santander en el momento de la sublevación militar. En 
definitiva, el compromiso que Gil habría mostrado hacia la educación 
social, la escuela rural y la educación de las mujeres, no le granjeó el 
favor de la comisión depuradora, que le impuso la sanción definitiva de 
suspensión de empleo y sueldo por un año, con abono del tiempo que 
llevaba suspendida, así como la inhabilitación para el desempeño de car-
gos directivos y de confianza.67 Entre medias, en 1938, había sido repuesta 
en su cargo por el gobierno republicano.68 Finalmente, fallecería en 1943 
con apenas 46 años.69

63  «Expediente personal de María Cruz Gil y Febrel», legajo 83710, expediente 716, Archivo General 
de la Administración (AGA).

64  Vázquez, Mujeres y educación.

65  Residencia de Estudiantes, «Expediente personal de María Cruz Gil y Febrel», expediente JAE/67-
484, Archivo de la Junta para la Ampliación de Estudios (JAE).

66  Boletín Oficial del Estado, «Orden declarando suspenso de empleo y sueldo al personal docente del 
Distrito Universitario de Zaragoza que figura en la relación que se inserta y que comienza con D. Gumer-
sindo Sánchez Guisande y termina con D. Blas Taracena», 28 de noviembre de 1936, 43, 285-286.

67  «Expediente personal de María Cruz Gil».

68  Gaceta de la República, «Decreto declarando reingresados en el servicio activo, con plenitud de dere-
chos, a los Inspectores de Primera Enseñanza que se mencionan», 27 de febrero de 1939, 58, 1084.

69  María Elena Sáinz Magaña, «María Cruz Gil y Febrel», en Educación, ciencia y cultura en España. 
Auge y copalso (1907-1940), coord. Isidro Sánchez Sánchez (Cuenca: Almud Ediciones, 2012), 223-226.
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Las demás inspectoras que padecieron ambos procesos punitivos 
concluyeron sus procesos depuradores reingresando en la inspección, 
aunque o con la misma inmediatez. Las reincorporaciones más rápidas 
fueron las de Francisca Bohigas Gavilanes, Manuela Ballester y M.a So-
ledad Cuadrillero Castro. 

Francisca Bohigas Gavilanes (Barcelona, 2 de abril de 1892) fue maes
tra y comenzó su trayectoria como inspectora en 1920, siendo destinada 
a la provincia de Lérida —en excedencia en 1925—.70 Durante su forma-
ción vivió en la Residencia de Señoritas (1917-1919) y fue pensionada 
por la JAE en Alemania y Suiza para formarse en psicobiología infantil.71 
Vinculada al espectro ideológico de la derecha y el catolicismo —concre-
tamente a Unión Patriótica, Acción Femenina Leonesa,72 la Asociación 
Católica de Propagandistas y la Federación Católica de Maestros Espa-
ñoles—,73 fue elegida la única diputada de la Confederación Española 
de Derechas Autónomas (CEDA) en las elecciones de 1933.74 En ese mis-
mo año, denunciada por el inspector jefe de León, quedó inculpada, 
entendiendo el Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes que re-
nunciaba a su destino.75 Su actividad parlamentaria y sus interven
ciones públicas en estos años se centraron en la crítica a los planes 
educativos laicos, reflejando en sus publicaciones los ideales pedagógi-
cos contrarios a la coeducación, a favor de la libertad de enseñanza, 
valores tradicionales y la escuela católica.76 Por ello fue considerada al 
inicio de la contienda una enemiga del régimen republicano, siendo ce-
sada en agosto de 1936. 

70  Gaceta de Madrid, «Real Orden concediendo la excedencia a doña Francisca Bohigas Gavilanes, 
Inspectora de Primera enseñanza de la provincia de Lérida», 3 de octubre de 1925, 276, 61.

71  Vázquez, Mujeres y educación; Residencia de Estudiantes, «Expediente personal de Francisca Bo-
higas Gavilanes», expediente JAE/22-401, Archivo de la Junta para la Ampliación de Estudios (JAE).

72  Juan Miguel Álvarez Domínguez, Mujeres en política durante la II República. Acción Femenina 
Leonesa a través de la prensa (1931-1936) (León: Tierras de León, 2005).

73  Juan Mainer Baqué, La forja de un campo profesional: pedagogía y didáctica de las Ciencias Sociales 
en España (1900-1970) (Madrid: CSIC, 2009), 521.

74  Roberto Villa García, La República en las urnas. El despertar de la democracia en España (Madrid: 
Marcial Pons Historia, 2011). 

75  Gaceta de la República, 9 de marzo de 1933. 

76  Mainer, La forja de un campo profesional.
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El control de la provincia leonesa por parte del bando sublevado le 
ayudó a cambiar su situación profesional, volviendo a ser repuesta en 
calidad de inspectora jefe.77 Sin embargo, tras pasar por el proceso de-
purador franquista fue suspendida de empleo y sueldo. A principios de 
marzo de 1937 le fue levantada definitivamente la sanción, siendo rein-
corporada en el servicio con destino en la provincia de Sevilla.78

Los casos de Ballester y Cuadrillero son diferentes al de Bohigas. 
Manuela Ballester (Huesca, 13 de febrero de 1901) era maestra, norma-
lista e inspectora —a través de la EESM desde 1934 en Soria—79 y fue 
trasladada por el gobierno del Frente Popular a Caspe en abril de 1937, 
siendo separada por no presentarse en el destino en octubre del mismo 
año.80 Posteriormente, en el proceso de depuración del franquismo, fue 
confirmada en su cargo, quedando destinada en la provincia de Cuenca 
en 1940.81

M.a Soledad Cuadrillero Castro (Toro, 4 de agosto de 1892) tuvo un 
proceso depurador ágil, pero le fue preciso justificar su conducta. Ingre-
saría como auxiliar de Escuela Normal de Ciudad Real en 1926,82 co-
menzando su labor como inspectora en 1932, con destino inicial en Cas-
tellón, luego en Ciudad Real y, un año después, en Zamora.83 Durante su 

77  La Libertad, 4 de agosto de 1936, 6; Diario de León, 21 de agosto de 1936, 4.

78  Boletín Oficial del Estado, «Orden levantando la suspensión de empleo y sueldo impuesta a la 
inspectora de primera enseñanza de León, doña Francisca Bohigas», 6 de marzo de 1937, 137, 
610.

79  Gaceta de Madrid, «Orden nombrando inspectores e inspectoras de Primera enseñanza, de las pro-
vincias que se indican, a los señores y señoras que se mencionan», 16 de enero de 1934, 16, 452.

80  Gaceta de la República, «Orden declarando incursa en el artículo 171 de la vigente Ley de Instruc-
ción Pública a la inspectora de primera enseñanza doña Manuela Ballester López», 20 de abril de 
1937, 110, 302; Gaceta de la República, «Órdenes relativas a separaciones, licencias, etc., del perso-
nal de este departamento comprendido en las disposiciones que se insertan», 29 de octubre de 1937, 
302, 383.

81  Boletín Oficial del Estado, «Orden por la que se resuelven los expedientes de depuración de los 
inspectores de primera enseñanza y profesor de Escuela Normal que en la misma se mencionan», 21 
de mayo de 1940, 142, 3492.

82  Gaceta de Madrid, «Real Orden nombrando a doña María de la Soledad Cuadrillero Castro Auxi-
liar en propiedad de Letras de la Escuela Normal de Maestras de Ciudad Real», 26 de mayo de 1926, 
146, 1126. 

83  Gaceta de Madrid, «Orden nombrando a las señoras que se mencionan inspectoras de primera 
enseñanza de las provincias que se indican», 7 de junio de 1932, 159, 1735-1736; Gaceta de Madrid, 
«Orden nombrando a doña Soledad Cuadrillero Castro inspectora de primera enseñanza de la pro-
vincia de Ciudad Real», 23 de noviembre de 1932, 328, 1329.
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formación vivió en la Residencia de Señoritas (1921-1925),84 siendo ade-
más profesora de la Sección de Ciencias en el Instituto-Escuela (1924-
1925). Según consta en la propia Gaceta de la República, fue trasladada a 
la provincia de Teruel con la finalidad de «acoplar el personal a las necesi-
dades del servicio», teniendo que incorporarse a su destino rápidamente 
dadas «las inmediatas exigencias que el cuidado de la población infantil 
impone».85 Sin embargo, renunciaría a dicho traslado días después.86

Su renuncia no fue suficiente para el franquismo. En su expediente 
de depuración alega su negación a contribuir en Teruel con la causa re-
publicana, alejándose así de toda actuación profesional vinculada con 
profesionales de la izquierda en Valencia, como la inspectora Ángela 
Sempere y las normalistas María Villen y Concepción Tarazaga. Asimis-
mo, añadiría no haber contribuido más que a una suscripción obligato-
ria en la Navidad de 1936 para la llamada «Fiesta del Niño» con 25 pese-
tas; no haber prestado servicio al gobierno rojo con su renuncia en la 
provincia turolense; y, finalmente, no habiéndose presentado en el recto-
rado cuando al intentar pasar a la zona nacional hubo de legalizar su 
situación, por exigírsele obtener el pasaporte de autorización de la Di-
rección General de Primera Enseñanza para trasladarse a Francia du-
rante diez días. Su expediente fue resuelto con todos los pronunciamien-
tos favorables el 5 de septiembre de 1938.87

M.a Mercedes Cantón-Salazar Odena (17 de septiembre de 1895, Ili-
gán, Filipinas) fue nombrada inspectora en el Real Decreto de 30 de 
agosto de 1914. Después se titularía como normalista tras haber pasado 
por la EESM, en agosto de 1928. Con anterioridad a su paso por la pro-
vincia de Segovia, ejerció la inspección en la provincia de Zaragoza 
(1921-1931) y en Oviedo (1931-1932). Llegaría, pues, a Segovia en 1933, 
emplazamiento en el que se mantendría durante nueve años.88

84  Raquel Vázquez Ramil, Mujeres y educación.

85  Gaceta de la República, «Orden disponiendo el traslado a las provincias que se indican de los 
Inspectores de Primera Enseñanza que se relacionan», 2 de enero de 1937, 2, 28.

86  Gaceta de la República, «Orden aceptando la renuncia presentada por la inspectora de primera 
enseñanza doña Soledad Cuadrillero», 19 de enero de 1937, 19, 398.

87  «Expediente personal de M.ª Soledad Cuadrillero Castro», legajo 16702, expediente 7, Archivo 
General de la Administración (AGA).

88  «Expediente personal de M.ª Mercedes Cantón-Salazar Odena», legajo 21806, expediente 2, Archi-
vo General de la Administración (AGA).



■  Carlos Sanz Simón y Miriam Sonlleva Velasco

Historia y Memoria de la Educación, 17 (2023): 99-133126

La trayectoria profesional de Cantón-Salazar fue fructífera durante 
sus primeros años. En 1921, fue subvencionada por el Estado para rea-
lizar un viaje de estudios organizado por la EESM para asistir al Congre-
so de Ciencias, en Oporto, certificado de suficiencia emitido por JAE. 
Precisamente a través de esta institución —y por sus conocimientos en 
lengua francesa—, viajaría a Bélgica, Suiza y Francia, con la finalidad de 
estudiar la educación especial aplicada a los niños anormales.89 Un afán 
formativo que complementó con su presencia en tribunales del magiste-
rio en Oviedo (1931), Salamanca (1933) y Zamora (1938).

Ya ejerciendo en la provincia castellana, Cantón-Salazar padecería el 
proceso sancionador republicano. En su expediente personal, la propia 
inspectora afirmaba haber sido cesada durante su ejercicio en Segovia 
en la Gaceta del 12 de agosto de 1936, siendo repuesta en su labor tres 
años después, el 24 de abril de 1939. Se defendería afirmando que du-
rante el periodo revolucionario no había tenido relación con sus com-
pañeros en la provincia dada su cesantía. Además, salvaguardó su ac-
ción reseñando su «minuciosidad y afán en cumplir las órdenes 
emanadas por el Ministerio con el espíritu laico en las escuelas que te-
nían». Una versión que tendría que contraponer con su defensa ante el 
proceso depurador franquista. En su justificación ante los cargos que se 
le imputaban —relacionados con una supuesta vinculación con la ma-
sonería, la pertenencia al Frente Popular o la colaboración con el go-
bierno marxista—, la inspectora los negó de forma categórica: «a pesar 
de ser separada definitivamente del servicio y estar desprovista de me-
dios económicos, no quise colaborar nunca en ningún destino por no 
ayudar al gobierno marxista». En su misma declaración jurada, expuso 
«no haber pertenecido a la masonería ni haber cotizado a entidades 
políticas o sindicales», ni haber «pertenecido a milicias del Frente Po-
pular». Por su actividad profesional durante la dictadura se infiere su 
absolución.

Finalmente, Raimunda Sobrino (Madrid, 16 de enero de 1898), tam-
bién maestra y normalista, ingresó en la inspección por oposición en 
1932, con destino en Burgos hasta 1936. Fue separada en la orden de 30 

89  Residencia de Estudiantes, «Expediente personal de M.ª Mercedes Cantón-Salazar Odena», expe-
diente JAE/29-195, Archivo de la Junta para la Ampliación de Estudios (JAE).
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de enero de 1937,90 y después fue depurada por el franquismo. Al princi-
pio, en 1941, fue confirmada en su cargo,91 si bien su proceso se dilató. 
En 1945 obtuvo numerosos testimonios a favor en su proceso depurador 
—donde se reafirmaría su compromiso religioso organizando formacio-
nes catequísticas en Burgos, Lleida y Madrid, entre otros—, entre ellos 
el de figuras como Víctor García Hoz.92 Por su parte, Lucía Zamora (Ávi-
la, 6 de julio de 1892) accedió a la inspección en 1915 por la EESM en su 
ciudad natal tras haber sido auxiliar de primera enseñanza en Guipúz-
coa, donde volvería entre 1920 y 1927. Volvería finalmente a Ávila a par-
tir de ese año, siendo encargada de la zona femenina y convirtiéndose en 
inspectora jefe desde 1934.93 En un principio sería cesada por la repúbli-
ca del Frente Popular en diciembre de 1936.94 Después el franquismo 
abriría su proceso depurador, en cuyo interrogatorio declaró haber hui-
do a Madrid al ser perseguida por los rojos y no haber prestado ningún 
servicio a estos. Sería repuesta en 1939, apareciendo en el escalafón de 
1943.95 Un caso similar lo representa Mariana Arrieta Ramiro (Vallado-
lid, 17 de octubre de 1900), quien ingresaría en la inspección palentina 
en 1932 a través de la EESM.96 En este destino fue sancionada por la 
República, siendo separada de su puesto en septiembre de 1936 y, con 
posterioridad, también depurada por el franquismo en mayo de 1939. 
En su expediente figuraban como cargos las ausencias reiteradas en 
su puesto y su paradero desconocido durante la sublevación.97 Estaría 

90  Gaceta de la República, «Orden separando definitivamente de sus cargos, con pérdida de todos sus 
derechos, a los Inspectores de Primera Enseñanza que se relacionan», 3 de febrero de 1937, 625.

91  Boletín Oficial del Estado, «Orden por la que se resuelven los expedientes de depuración de los 
Inspectores de Primera Enseñanza que se citan», 30 de julio de 1941, 211, 5744.

92  «Expediente personal de Raimunda Sobrino Álvarez», legajo 21811, expediente 10, Archivo Gene-
ral de la Administración (AGA).

93  «Expediente personal de Lucía Zamora García», legajo 16756, expediente 5, Archivo General de la 
Administración (AGA).

94  Gaceta de la República, «Orden disponiendo cesen en sus cargos de inspectoras de primera ense-
ñanza de Ávila y Palencia, respectivamente doña Lucía Zamora García y doña María del Carmen 
Alcoba», 17 de diciembre de 1936, 352, 1016.

95  «Expediente personal de Lucía Zamora».

96  Asimismo, y en lo relacionado a su formación, Mariana Arrieta durante su formación también 
permaneció en la Residencia de Señoritas entre 1920 y 1922. Vázquez, Mujeres y educación en la 
España contemporánea.

97  «Expediente personal de Mariana Arrieta Ramiro», legajo 83716, expediente 4842, Archivo Gene-
ral de la Administración (AGA).
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separada del servicio hasta 1952, cuando se reincorporó al servicio en 
Teruel como destino provisional.98

A MODO DE CONCLUSIÓN

La IPE castellanoleonesa vivió con suerte dispar los procesos de san-
ción y depuración instaurados por el gobierno republicano y su adversa-
rio en la contienda, la España sublevada de Franco. Desde una óptica de 
género, los hombres dedicados a la inspección en Castilla y León e im-
plicados en la renovación política y educativa de la España republicana 
padecieron en mayor medida el exilio exterior y la muerte, mientras este 
fenómeno apenas se dio entre sus compañeras —como muestran los ca-
sos de Antonio Ballesteros, Francisco Agustín Rodríguez o Miguel Teje-
rina Fernández, entre otros—. No obstante, algunas inspectoras fueron 
víctimas indirectas de la depuración masculina. Julia Morros y Francis-
ca Vicente son la muestra de cómo el desenlace de los procesos depura-
dores de sus maridos tuvo consecuencias también para ellas. 

Una de las realidades más padecidas por las protagonistas de este 
estudio fue el exilio interior. Este fenómeno «de dimensiones todavía 
poco exploradas» supuso para las inspectoras un fuerte aislamiento pro-
fesional y personal que marcó sus carreras. En este caso, el exilio inte-
rior reviste tres formas diferentes: a) La suspensión de empleo y sueldo, 
que dificultó la supervivencia de las profesionales y les llevó a ejercer 
trabajos impropios de su profesión para poder sobrevivir; b) El traslado 
forzoso de destino, cuyo fin era neutralizar las acciones profesionales de 
la inspectora y dificultar cualquier disidencia con el Nuevo Régimen, 
pero a la vez seguir contando con sus servicios, pues los sublevados eran 
conscientes del valor profesional de aquellas mujeres; y c) El acoso pro-
fesional y la marginación social, realidad que padecieron quienes, sin 
ser desterradas profesionalmente, sufrieron la continua denuncia de 
compañeros de profesión, la vigilancia de los poderes locales e incluso la 
ausencia de relaciones sociales por miedo a una posible delación. 

98  Boletín Oficial del Estado, «Orden de 3 de octubre de 1952 por la que se nombra a doña Mariana 
Arrieta Ramiro Inspectora de Enseñanza Primaria, con destino provisional en Teruel», 19 de no-
viembre de 1952, 324, 5454.
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Dentro de la propia inspección femenina también es importante des-
tacar las diferencias que vivieron quienes padecieron las sanciones del 
Frente Popular y quienes sufrieron las de los sublevados. Mientras las 
inspectoras sancionadas por el gobierno republicano tuvieron una tra-
yectoria exitosa durante el franquismo —con Cándida Cadenas como 
su máximo exponente—, las depuradas por los sublevados fueron, en su 
gran mayoría, condenadas a este exilio interior. Felisa de las Cuevas, M.a 
Dolores Ballesteros, Elena Gozalo o M.a de los Ángeles Fernández pade-
cieron este fenómeno, siendo condenadas a desplazarse de sus destinos 
originales a otros puntos de esta región histórica o del Estado. Un hecho 
que no resulta en ningún caso casual, dada la importancia que para los 
sublevados tuvieron los expedientes rojos, que fueron empleados como 
un aval de la actitud contraria a la Segunda República por aquellos pro-
fesionales depurados durante el franquismo, y que respondía a una lógi-
ca maniquea: si te ha castigado mi enemigo, eres mi amigo. Finalmente, 
quienes padecieron ambos procesos punitivos tuvieron trayectorias asi-
métricas. Mientras unas continuaron en sus cargos —como Francisca 
Bohigas, Manuela Ballester, M.a Soledad Cuadrillero, M.a Mercedes Can-
tón o Raimunda Sobrino—, otras serían inhabilitadas —como M.a Cruz 
Gil, quien fallecería de forma prematura— o rehabilitadas años después 
—como es el caso de Mariana Arrieta, quien también padecería el exilio 
interior a partir de 1952—.

Esta disparidad en las trayectorias profesionales de las inspectoras 
castellanoleonesas fue producto de un complejo proceso simultáneo de 
sanción bicéfala. La idiosincrasia regional durante el conflicto bélico 
conllevó el control de la práctica totalidad del territorio por parte de los 
sublevados, asentando en Salamanca, y, después en Burgos, la capital de 
la España insurrecta. En este contexto, las disposiciones, sanciones y 
reincorporaciones decretadas por el gobierno republicano se efectuaron 
de iure, pero no de facto. Las consecuencias de dichas instrucciones en la 
práctica eran inexistentes, conformando más un instrumento de legiti-
mación política que de control profesional.

Otra cuestión reseñable sobre los procesos depuradores aquí abarca-
dos es la influencia de los procesos formativos en la inspección femeni-
na. En este sentido, no se han detectado diferencias significativas en 
función de esta cuestión. Como se ha señalado, hubo varias inspectoras 
que pasaron por las mismas instituciones en periodos similares —tales 
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como la EESM, la Residencia de Señoritas o la JAE, entre otras—, si 
bien, las comisiones depuradoras no tuvieron muy en cuenta esta infor-
mación para emitir sus sanciones. 

Antes de finalizar, se hace preciso señalar algunas limitaciones de la 
presente investigación. En primer lugar, y como se ha manifestado al 
comienzo del artículo, el estudio sobre la depuración de la inspección 
representa hoy día un importante reto historiográfico ante la ausencia 
de fuentes relativas a los procesos sancionadores. Por ello, se debe reali-
zar una triangulación de fuentes y considerar ambos mecanismos puniti-
vos de forma simultánea, una dificultad añadida en el estudio de este fenó-
meno. En este sentido, además, el proceso sancionador republicano es 
todavía difuso, disponiendo de las disposiciones legales publicadas en la 
Gaceta de la República y alguna referencia velada en los propios expedien-
tes personales de la inspección. Esta falta de fuentes dificulta una interpre-
tación precisa y en ocasiones favorece diferentes versiones. Incluso, nos 
planteamos tras el estudio si en el contexto de Castilla y León se puede 
hablar de un proceso sancionador por parte del gobierno republicano, 
dado que sus provincias cayeron pronto en manos sublevadas. Asimismo, 
para hablar de exilio interior es importante utilizar fuentes como memo-
rias, entrevistas, periódicos o diarios con el fin de recoger los sentimientos 
que supuso esta realidad para las mujeres que lo padecieron.

Precisamente como resultado de estas dificultades, se derivan algu-
nas líneas de estudio futuras, como la realización de investigaciones mi-
crohistóricas sobre la trayectoria profesional de algunas inspectoras de 
la región, la comparación de los procesos depuradores de maestras e 
inspectoras a nivel provincial o el estudio del fenómeno exiliar a través 
de otras fuentes primarias, que completen la información de este traba-
jo y contribuyan a la recuperación de la memoria histórica de este cuer-
po profesional. 
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